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  PRESENTACIÓN




  En septiembre de 2008, dos años antes de su muerte, tuve el privilegio de conocer en Gainesville, Florida, a DAVID BUSHNELL. BUSHNELL, conocido como el padre de los colombianistas, fue profesor de la Universidad de la Florida y uno de los primeros historiadores norteamericanos en estudiar de forma científica y sistemática la historia de Colombia. Con su ingente obra y, en especial, con su emblemático libro The Making of Modern Colombia: A Nation in Spite of Itself, publicado en 1993, BUSHNELL no solo llenó notorios vacíos en la reconstrucción de la historia moderna de nuestro país sino que también introdujo por primera vez con seriedad los estudios sobre la historia colombiana a este campo académico en Estados Unidos.




  Hoy tengo el privilegio de presentar la traducción al castellano de cuatro magistrales ensayos de otro homónimo norteamericano. Esta vez se trata de DAVID LANDAU, quien es profesor en la Facultad de Derecho de la Universidad del Estado de la Florida en Tallahassee. Existen varias similitudes entre DAVID BUSHNELL y DAVID LANDAU. Aparte de la identidad de su nombre, de su nacionalidad y del Estado en el que han trabajado (Florida), al igual que BUSHNELL, LANDAU ha sido el primer científico del derecho constitucional comparado que ha estudiado con toda seriedad un fenómeno colombiano. En el caso de LANDAU, no se trata de la historia sino de la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana. Y lo ha hecho con una maestría comparable a la de BUSHNELL con la historia. El impacto de sus investigaciones ha sido parangonable a los estudios sobre la modernidad colombiana de BUSHNELL. LANDAU no solo ha puesto al derecho constitucional colombiano en el centro de la discusión en el mundo de habla inglesa sino que sus reflexiones han revelado conclusiones ignotas incluso para nosotros.




  Los cuatro trabajos que componen este volumen versan sobre los dos temas en los cuales la jurisprudencia de nuestra Corte Constitucional ha sido más innovadora a nivel mundial: los derechos sociales y los límites a la reforma constitucional. Este libro incluye tres trabajos sobre derechos sociales. Uno de ellos ya había sido publicado en castellano en la Revista de Economía Institucional. Sin embargo, aquí se presenta una traducción revisada, corregida y afinada. Los otros dos ensayos sobre derechos sociales habían sido publicados solo en lengua inglesa. En ellos LANDAU reconstruye críticamente la jurisprudencia de nuestra Corte sobre la materia. La evalúa como un instrumento para la protección de las pretensiones individuales de la clase media y no necesariamente como un mecanismo para la satisfacción de las necesidades básicas de los más pobres. Asimismo, LANDAU compara nuestra jurisprudencia sobre derechos sociales con la elaborada por cortes de otros países del Sur Global, tales como la de la Corte Suprema de India o la de la Corte Constitucional de Sudáfrica. LANDAU enfatiza en el impacto que la jurisprudencia colombiana ha tenido y puede tener en otras latitudes, sobre todo en tiempos como los actuales en los que incluso países europeos atraviesan por crisis económicas que desafían sus modelos constitucionales.




  Además de lo anterior, este libro incluye la primera traducción al castellano del trabajo “Constitucionalismo abusivo” de LANDAU. En el centro de este texto se encuentra la tesis de que doctrinas como la teoría de la sustitución de la Constitución, fraguada por nuestra Corte Constitucional, pueden servir para detener el abuso del poder de reforma de la Constitución por parte de regímenes de corte autoritario que pretendan perpetuarse en el poder y reducir los controles políticos y jurídicos que busquen hacerles contrapeso.




  Sin duda alguna, los trabajos de LANDAU son de inmensa importancia para el constitucionalismo latinoamericano y para el derecho constitucional comparado que cada vez más mira hacia el Sur en búsqueda de soluciones originales para los problemas contemporáneos.




  Quisiera agradecer a DAVID LANDAU por su entusiasmo con este proyecto y por permitirnos traducir y publicar los textos que aquí aparecen, a MARÍA JOSÉ VIANA por la impecable versión castellana de ellos, al Dr. JORGE SÁNCHEZ y al Departamento de Publicaciones de la Universidad Externado de Colombia por la pulcritud del proceso editorial que culmina con este libro, así como al Dr. JUAN CARLOS HENAO, Rector de esta Casa de Estudios, por su decidido e inclaudicable apoyo a la investigación y divulgación de la teoría del derecho.




  CARLOS BERNAL PULIDO




  Bogotá, enero de 2015




  CONSTITUCIONALISMO ABUSIVO1-2





  RESUMEN





  Este documento identifica un fenómeno cada vez más importante: el uso de los mecanismos de reforma constitucional para erosionar el orden democrático. Una serie de incidentes recientes en un grupo diverso de países como Hungría, Egipto y Venezuela han demostrado que los instrumentos de reforma a la Constitución y la sustitución de la misma pueden ser utilizados por los aspirantes a autócratas para socavar la democracia con relativa facilidad. Dado que los golpes militares y otras rupturas evidentes en el orden constitucional han caído en desgracia, los actores del constitucionalismo abusivo han decidido entonces rehacer el orden constitucional con la introducción de cambios sutiles dirigidos a la creación de obstáculos para su eventual desalojo y su desvinculación del poder, o a imposibilitar la labor de las cortes y otras instituciones de rendición de cuentas.




  Los regímenes resultantes continúan con las elecciones y no son totalmente autoritarios, pero son mucho menos democráticos de lo que eran antes. Lo peor es que el problema del constitucionalismo abusivo permanece aún, en gran medida, sin ser resuelto, dado que los mecanismos democráticos de defensa, tanto en el derecho constitucional comparado como en el derecho internacional, son en gran medida ineficaces a la hora de atacar de este problema. Algunos de los mecanismos sobre los que más se concentra la literatura –como la concepción alemana de la democracia militante y la doctrina de las reformas constitucionales inconstitucionales– son, de hecho, o de difícil implementación en contra de la amenaza del constitucionalismo abusivo o de fácil desatención para quienes aspiran convertirse en actores autoritarios. Este documento sugiere algunas formas de fortalecimiento de la democracia en contra de estas amenazas, al tiempo que reconoce la extrema dificultad de dicha tarea. El fenómeno del constitucionalismo abusivo debe impactar el diálogo acerca de cómo pueden aprovecharse mejor el derecho constitucional comparado y el derecho internacional para la protección de las nuevas democracias.




  INTRODUCCIÓN





  Una de las preguntas centrales de la teoría constitucional es cómo las constituciones pueden ser utilizadas para mejorar la protección contra las amenazas al orden democrático. Esta pregunta ha tomado un carácter urgente desde la Primavera Árabe, con una fresca oleada de nuevas democracias en conflicto por todo el Medio Oriente. El presente trabajo define y se enfrenta con un fenómeno, cada vez más importante, que quisiera denominar constitucionalismo abusivo. El constitucionalismo abusivo implica el uso de los mecanismos de reforma constitucional –la reforma constitucional y la sustitución constitucional– para socavar la democracia. Mientras los métodos tradicionales de derrocamiento democrático, como el golpe militar, están en declive desde hace décadas, el uso de herramientas constitucionales para crear regímenes autoritarios y semiautoritarios es cada vez más frecuente. Los presidentes en ejercicio que disfrutan de gran influencia y los partidos políticos pueden diseñar cambios constitucionales con el fin de hacer más difícil su desvinculación del poder y de acallar instituciones como los tribunales, que están diseñadas para controlar el ejercicio del poder. Si se observan desde la distancia, las constituciones resultantes presentan todavía una apariencia democrática y contienen muchos elementos que no difieren de aquellos que se encuentran en las constituciones democráticas liberales. Sin embargo, miradas de cerca, es posible notar que han sido modificadas sustancialmente en aras de socavar el orden democrático.




  Haré referencia a ejemplos recientes de Hungría, Colombia y Venezuela para ilustrar la amenaza. Sin embargo, es importante tener en cuenta que estos ejemplos solo muestran la superficie de un hecho cada vez más rutinario. Por ejemplo, la Hermandad Musulmana en Egipto recientemente utilizó su poder electoral dominante en el parlamento, la asamblea constituyente y la presidencia, en lugar de medios extrajurídicos, para elaborar una constitución que parece ser muy favorable a sus propios intereses3. Los comentaristas han aducido que la experiencia de creación de una constitución puede ayudar a transformar a Egipto en un régimen autoritario competitivo, en el que se llevan a cabo elecciones populares, pero en el que, a la vez, resulta difícil controlar y reemplazar al partido que se encuentre en el poder4.




  Del mismo modo, el fenómeno se está presentando incluso en algunos países generalmente considerados como democracias liberales estables. Por ejemplo, el primer ministro japonés, SHINZO ABE, líder del Partido Democrático Liberal (PDL), que ha sido el tradicionalmente dominante, anunció recientemente que llevaría a cabo modificaciones constitucionales para reducir las mayorías exigidas para la reforma constitucional, de dos tercios de la dieta a una mayoría simple5. Dado que el PDL ganó con masivas mayorías legislativas las últimas elecciones, es muy probable que sea capaz de sacar adelante esta propuesta. Es pequeño el riesgo de que un cambio de este tipo pueda hacer de Japón un país antidemocrático. Con todo, sí puede erosionar la democracia al permitir al poderoso PDL impulsar unilateralmente cualquier reforma a la constitución que desee. Cambios semejantes, como es obvio, podrían utilizarse para aumentar la influencia del PDL y reducir el poder de los organismo de control, ya debilitados controles, tales como el poder judicial6.




  Las constituciones han demostrado ser muy susceptibles a este tipo de maniobras. En países diferentes a Estados Unidos, los umbrales de mayorías parlamentarias establecidos para modificar la constitución son a menudo bastante bajos. Esto permite a los interesados conseguir con relativa facilidad apoyo suficiente para llevar a cabo grandes cambios. Incluso cuando los umbrales son más altos, los regímenes en el poder pueden alcanzar las mayorías legislativas necesarias con sorprendente frecuencia. Y cuando las constituciones no pueden reformarse de la manera en que los aspirantes a autócratas quisieran, estos pueden a menudo sustituir los textos constitucionales con bastante facilidad, como recientemente ha ocurrido en Hungría, Ecuador y Venezuela. El conjunto de reglas formales que se encuentran en las constituciones se perfila como una simple barrera de papel contra los regímenes autoritarios y cuasiautoritarios.




  Con todo, existen aún peores noticias. Los mecanismos de protección democrática existentes en el derecho internacional y en el derecho constitucional comparado han demostrado ser ineficaces contra esta nueva amenaza. El constitucionalismo abusivo es mucho más difícil de detectar que las amenazas autoritarias tradicionales. En el derecho internacional, las llamadas cláusulas democráticas a menudo castigan a los regímenes que llegan al poder por medios inconstitucionales. Estas cláusulas son eficaces en la detección de los golpes militares tradicionales, que son abiertamente inconstitucionales, pero menos eficaces en la detección del constitucionalismo abusivo, que utiliza medios que son constitucionales o ambiguamente constitucionales. La experiencia reciente en Honduras, por ejemplo, muestra cómo estas cláusulas no tienen la capacidad de combatir eficazmente el constitucionalismo abusivo7. En el derecho constitucional comparado, el mecanismo más importante de protección de la democracia, recientemente anunciado por SAMUEL ISSACHAROFF, es el de la concepción de “democracia militante” creado en la Alemania de la posguerra, que permite la prohibición de los partidos antidemocráticos (como el partido nazi) antes de que tengan la oportunidad de crecer y ganar poder dentro del orden democrático8. Esta concepción es más útil para conjurar las amenazas autoritarias tradicionales provenientes de fuerzas evidentemente antidemocráticas como la representada por los nazis, pero mucho menos efectiva a la hora de enfrentar amenazas más ambiguas, de carácter no ideológico, como las planteadas por el constitucionalismo abusivo. El constitucionalismo abusivo plantea problemas que no están siendo combatidos efectivamente ni en el derecho internacional ni en el derecho constitucional interno.




  Un conjunto más prometedor de respuestas a este problema se concentra en el diseño de mecanismos de cambio constitucional, en especial en las reglas de reforma a la constitución. Este modelo, que se podría llamar de la rigidez selectiva, combina un bajo umbral para la mayoría de las reformas con bloqueo seleccionado, y umbrales más altos para algunos tipos de cambios que son particularmente susceptibles de facilitar el constitucionalismo abusivo. Por ejemplo, quienes diseñan una constitución pueden utilizar una estrategia de niveles de rigidez en la reforma para hacer más difícil el cambio de las disposiciones estructurales que son especialmente propensas a ser el blanco de los esfuerzos del constitucionalismo abusivo. También puede darse a las cortes el poder para denegar algunas de las reformas propuestas que resulten violatorias de los principios fundamentales del orden constitucional –esta es la llamada doctrina de las reformas inconstitucionales, que ha sido utilizada con grandes efectos por parte de los tribunales de India, Turquía y Colombia. Este tipo de respuestas representan un estado del arte en la teoría constitucional.




  Sin embargo, los estudiosos parecen haber sobrestimado la capacidad de estas herramientas para prevenir el constitucionalismo abusivo. Ellas pueden ayudar a detener algunos ejercicios, pero también contienen falencias que limitan su capacidad de servir como mecanismos de defensa de la democracia. La estrategia de niveles de rigidez para la reforma, en su diseño actual, tiende a tener una función expresiva más que práctica – los umbrales de reforma más exigentes tienden a proteger a disposiciones como la de la dignidad humana, que enfrentan una muy baja probabilidad de ser el blanco de los regímenes constitucionales abusivos. Y no es probable que quienes diseñan una constitución puedan configurar adecuadamente los diferentes niveles para la reforma, de manera de proteger todos los elementos vulnerables de la estructura constitucional, al menos sin hacer que el texto sea demasiado rígido. La doctrina de las reformas constitucionales inconstitucionales se puede implementar de manera más flexible, pero esta flexibilidad puede resultar problemática – en algunos casos, la doctrina parece interpretarse en términos demasiado amplios cuando se persigue recortar políticas democráticas ordinarias, mientras que en otros casos, las cortes se ven atadas o amenazadas en una forma que imposibilita la puesta en práctica de esta doctrina. Además, la doctrina se basa en una distinción entre la reforma constitucional (que se considera susceptible de abuso) y la sustitución constitucional (que es vista como una representación auténtica de la voluntad del pueblo). La claridad de esta distinción es desmentida por la realidad. La sustitución constitucional, así como la reforma, pueden y son utilizadas por los aspirantes a figuras autoritarias para avanzar en sus propósitos.




  El resto de este artículo procede de la siguiente manera: en la primera parte defino el constitucionalismo abusivo, doy ejemplos recientes de este fenómeno en Colombia, Venezuela y Hungría, y explico por qué las herramientas constitucionales son idóneas para el afianzamiento de los regímenes autoritarios modernos. El cambio constitucional permite a los actores autoritarios eliminar del panorama a los miembros de la oposición política y sustituirlos por funcionarios que les sean leales, con el fin de debilitar, desactivar o descomponer las cortes y otros mecanismos de rendición de cuentas, y de establecer el control del gobierno sobre los medios de comunicación y otras instituciones centrales del Estado. En la segunda parte explico por qué las herramientas existentes en el derecho constitucional comparado –la concepción de la democracia militante, famosa en el constitucionalismo alemán, la estrategia de los diferentes umbrales para la reforma constitucional y la doctrina de las reformas constitucionales inconstitucionales– parecen insuficientes cuando se enfrentan con el constitucionalismo abusivo. En la tercera parte señalo vacíos similares en los mecanismos de protección de la democracia en el derecho internacional, y considero las perspectivas de soluciones emergentes, como la reciente idea de crear una Corte Constitucional Internacional. Finalmente, en la cuarta parte concluyo con la pregunta de si la teoría constitucional es capaz de idear mejores soluciones para el problema que he identificado. El estudio del constitucionalismo abusivo constituye una agenda de investigación que debe llamar más la atención de los interesados en el diseño constitucional y que puede ayudar a responder preguntas centrales para la teoría constitucional, tales como las referidas a la naturaleza del constitucionalismo y a la relación entre el constitucionalismo y la democracia.




  I. DEFINICIÓN Y EXPLICACIÓN DEL CONSTITUCIONALISMO ABUSIVO





  En esta parte defino la práctica del constitucionalismo abusivo y lo ubico dentro de los avances tanto en la teoría constitucional como en la teoría de los regímenes políticos. Explico por qué el constitucionalismo es ahora utilizado con mayor frecuencia para debilitar la democracia. A diferencia de la práctica habitual, en la cual los regímenes autoritarios se forman generalmente mediante un golpe de Estado o mediante otras prácticas inconstitucionales, los aspirantes a autócratas ahora tienen importantes incentivos para aparentar estar jugando bajo las reglas constitucionales9. De este modo, acuden con creciente frecuencia a la reforma constitucional y a la sustitución constitucional como herramientas que les ayudan a construir un orden más autoritario. Así entonces, doy tres ejemplos tomados de las experiencias recientes en Colombia, Venezuela y Hungría, que muestran cuán poderosamente pueden los individuos y los partidos políticos utilizar las herramientas del constitucionalismo para socavarlo10. No es muy probable que el resultado final de estas prácticas sea, en todos los casos, el autoritarismo, sino más bien un régimen híbrido en el que las elecciones siguen teniendo lugar pero en el que las fuerzas de la oposición se enfrentan con graves desventajas al tratar de ganarlas. Por último, quiero sintetizar los resultados de los estudios de caso que aquí presento para explicar por qué el constitucionalismo parece ser importante para estos diversos esfuerzos11.




  A. Definición y ubicación del constitucionalismo abusivo




  El constitucionalismo abusivo debe definirse como el uso de mecanismos de cambio constitucional en aras de hacer a un Estado significativamente menos democrático de lo que era con anterioridad. Al hacer referencia a los mecanismos de cambio constitucional, me concentraré aquí en los métodos formales de cambio –las reformas constitucionales y las sustituciones constitucionales– antes que en los informales. Al referirme a las maniobras que hacen al régimen “significativamente menos democrático”, concibo a la democracia con base en un espectro que permite reconocer que existen varios tipos de regímenes híbridos o regímenes autoritarios competitivos que se ubican entre los totalmente autoritarios y los plenamente democráticos12. Por último, con relación al grado en que un país dado es democrático, me centro en dos dimensiones distintas: (1) la esfera electoral y el grado en que las figuras predominantes y la oposición compiten en igualdad de condiciones, y (2) el grado de protección de los derechos de los individuos y de los grupos minoritarios13. Conceptualmente, estas dos dimensiones son independientes y pueden diferir, pero en los regímenes aquí discutidos, los retrocesos en el ámbito electoral parecen estar altamente correlacionados con retrocesos en cuestiones de derechos.




  El temor más grande para aquellos que promueven la democracia en el mundo en desarrollo ha sido por largo tiempo el golpe de Estado militar. Tan solo en América Latina, con excepción de dos grandes países, todos estuvieron bajo dictadura militar en algún momento de las décadas de 1960 y 1970[14]. Aunque en algunos casos los dictadores militares podrían buscar la legitimación jurídica de sus actos, los golpes militares se llevan a cabo normalmente en desafío evidente del orden constitucional vigente15. En Chile, por ejemplo, el ejército exterminó el régimen civil en 1973 mediante el bombardeo y el asalto al palacio presidencial, el cierre del Congreso y la suspensión de casi todas las partes de la constitución vigente16. El país vivió sin ningún orden constitucional real hasta 1980, cuando el régimen militar aprobó un nuevo texto17.




  Sin embargo, el número de golpes de Estado se ha reducido drásticamente desde su apogeo en la década de los años sesenta18. El fin de la Guerra Fría redujo la tolerancia de los Estados poderosos a los regímenes no democráticos y llevó al reconocimiento internacional de la importancia de la democracia19. La participación militar ha adquirido un particular desprestigio, en especial en regiones como América Latina, con una larga historia de este tipo de participación. Por otra parte, como se señala más detalladamente en la tercera parte, muchas regiones han adoptado las llamadas cláusulas democráticas, que sancionan a los Estados que derrocan regímenes democráticos en flagrante violación de las normas constitucionales20. Esto ha impulsado a los aspirantes a autócratas a la utilización de métodos con un tinte más constitucional para lograr sus propósitos. Además, muchos de los golpes de Estado que han ocurrido en tiempos cercanos han tenido un talante menos antidemocrático que los golpes militares tradicionales. Investigaciones empíricas recientes han demostrado que, mientras los golpes de Estado en la era de la Guerra Fría tienden a terminar en dictaduras militares que permanecen largo tiempo en el poder, los golpes de Estado más recientes han dado lugar a rápidas restauraciones del gobierno civil21. Y como OZAN VAROL ha demostrado hace poco, algunos golpes de Estado –como el que dio por terminado el gobierno militar en Egipto– tienen incluso efectos prodemocráticos22. De esta manera, los golpes de Estado inconstitucionales, además de tener una importancia decreciente, no representan un grave peligro en el mundo moderno. No es, en todo caso, la mejor base para la construcción del diseño y de la teoría constitucional moderna.




  La ruta alternativa para tomarse el poder de manera constitucional, y luego usar ese poder para derrocar a la democracia, no es en sí misma una idea nueva. De hecho, quizás el evento paradigmático anticanónico en torno al cual el derecho constitucional comparado moderno fue construido, el derrocamiento nazi de la Alemania de WEIMAR, se produjo mediante el uso discutible de medios constitucionales23. En un ambiente económico terrible y políticamente inestable, con una serie de gobiernos de coalición que caían rápidamente de manera sucesiva, los nazis pasaron de ser un partido marginal a ser un importante movimiento. HITLER fue nombrado canciller de un gobierno de coalición en 1933, y luego convenció tanto al Presidente como al propio Reichstag para que le fueran entregados los poderes dictatoriales que necesitaba para crear un Estado totalitario24. Esta pesadilla en la que el constitucionalismo sirve como herramienta para destruir la democracia refleja el pensamiento constitucional de la posguerra, que incluye el concepto de “democracia militante” que se considera con más detalle en la segunda parte25.




  No obstante, existen grandes diferencias entre la toma del poder nazi de la Alemania de WEIMAR y las herramientas constitucionales abusivas consideradas en este trabajo. Más importante aún, los nazis sustituyeron la República de WEIMAR con un régimen sustancialmente autoritario; de esta manera, utilizaron el constitucionalismo para destruir por completo la democracia. La existencia de regímenes autoritarios ha disminuido claramente a través del tiempo, debido en gran parte a los cambios en el entorno internacional, como se mencionó anteriormente26. Sin embargo, no todos estos regímenes se han convertido plenamente en regímenes democráticos – en su lugar, muchos se han convertido en lo que los politólogos denominan “regímenes autoritarios competitivos”, “autocracias electorales” o, simplemente, regímenes “híbridos”, que mezclan algunos aspectos de la democracia con algunos aspectos del autoritarismo27.




  Estos regímenes, con el fin de evitar sanciones y otras consecuencias, satisfacen generalmente a los actores internacionales demostrando que son suficientemente democráticos – convocan y llevan a cabo verdaderas elecciones. Existe suficiente competencia electoral de las fuerzas de la oposición para competir y ganar de vez en cuando28. Sin embargo, al mismo tiempo, el terreno se consolida, de forma sistemática, contra los opositores de los titulares del poder por diversos medios: el control gubernamental de los medios de comunicación, el acoso de los políticos de la oposición, el uso de los recursos clientelistas del Estado para asegurar los votos y, en algunos casos, el fraude electoral29. Como resultado, los operadores tradicionales que se encuentran en el poder tienden a permanecer en él, trastornando significativamente uno de los propósitos esenciales de la democracia – la alternancia en el poder mediante elecciones competitivas.




  Además, en estos regímenes los actores y las fuerzas políticas dominantes tienden a controlar no solo las ramas del poder público sino también los mecanismos de rendición de cuentas horizontales que supuestamente sirven para fiscalizar a los actores políticos. Por lo tanto, instituciones como los tribunales, los defensores del pueblo, las oficinas de la Fiscalía General y las comisiones electorales tienden a ser controladas por operadores aliados al régimen30. En lugar de servir como controles de poder independientes del gobierno, estas instituciones terminan trabajando activamente a favor de los proyectos políticos del ejecutivo. Como resultado, no solo se socava la competencia electoral sino también se limita drásticamente el alcance de la protección de los derechos dentro de estos sistemas. El problema central, entonces, es que resulta bastante fácil construir un régimen que tenga apariencia democrática pero que en realidad no sea completamente democrático. Quienes ejercen el poder pueden mantener las elecciones pero, a su vez, utilizan una variedad de métodos que les garantizan que no perderán el poder o que no serán objeto de controles sustanciales en el ejercicio del mismo. En los ejemplos siguientes, mostraré el caso de tres países –Colombia, Venezuela y Hungría– cuyos regímenes en el poder utilizaron el mecanismo de la reforma constitucional para avanzar hacia un régimen de este tipo31.




  B. Constitucionalismo abusivo mediante reforma de la Constitución: el caso de Colombia




  Colombia ha mantenido históricamente la apariencia de ser una democracia, básicamente mediante la realización de elecciones periódicas y la rotación de los partidos en la presidencia, con tan solo un pequeño número de excepciones históricas. El país, por ejemplo, ha tenido menos y más cortos interludios de autoritarismo militar que sus países vecinos32. Además, históricamente, los presidentes se han limitado a un solo período de gobierno, lo que ha contribuido a mantener el orden democrático mediante la prevención de la aparición de caudillos con la tendencia a permanecer en el cargo33.




  Sin embargo, el presidente ÁLVARO URIBE VÉLEZ puso a prueba este paradigma después de ganar las elecciones en el año 2002. Al igual que CHÁVEZ en Venezuela, ganó como un independiente, lanzando su candidatura en contra del bipartidismo tradicional34. URIBE ganó una considerable popularidad como consecuencia de la percepción de ser el responsable de una marcada disminución de la violencia en el país35, y aprovechó esta popularidad con el fin de impulsar una reforma a la Constitución que le permitiera ejercer un segundo mandato36. La Constitución colombiana es bastante fácil de modificar, dado que solo exige la mayoría absoluta del Congreso en dos sesiones consecutivas, y URIBE era fácilmente capaz de superar este umbral37.




  Un grupo de ciudadanos desafió la reforma ante la Corte Constitucional colombiana, alegando que hubo irregularidades de procedimiento y que la reforma representaba una “sustitución de la Constitución”, que no podría llevarse a cabo mediante una reforma constitucional, sino solo por medio de la convocatoria a Asamblea Constituyente38. Sobre el segundo punto, enfatizaron en que el diseño de la Constitución se estableció para presidentes de un solo mandato, y que consentir que URIBE ejerciera el mandato por dos términos consecutivos le permitiría nombrar a muchos de los funcionarios responsables de controlarlo39. También señalaron que URIBE obtendría ventajas electorales sustanciales debido a su cargo y, por lo tanto, resultaría difícil derrotarlo. La Corte respondió que las presidencias de dos términos eran bastante comunes a nivel internacional, que el período adicional de cuatro años no permitía al presidente dominar la totalidad o la mayoría de las instituciones de control, y que las garantías jurídicas especiales implementadas durante la campaña de reelección contribuirían a moderar las ventajas de URIBE40. Sin embargo, también advirtió que la asignación de los términos adicionales –más allá de dos– podría resultar inconstitucional, dado que las ventajas electorales de que goza un mandatario en curso crecerían y los controles horizontales sobre su poder se debilitarían41.




  La Corte se vio obligada a hacer frente a esta situación cuatro años más tarde, después de que URIBE ganara el segundo mandato. Los partidarios del aún popular presidente trabajaron para aprobar una reforma que permitiera un tercer mandato en el Congreso, y el este último aprobó un referéndum acerca de si debían permitirse tres mandatos consecutivos en el cargo42. Si se hubiese dejado en manos del pueblo, muy seguramente el referéndum habría sido aprobado, dado que URIBE continuaba disfrutando de una aprobación por encima del 60%43. La Corte Constitucional se enfrentó de nuevo con el problema de si la ley que convocaba el referéndum era constitucional, tanto procesal como sustancialmente. Esta vez la Corte invalidó la ley por los dos motivos44. Desde el punto de vista procedimental, la Corte encontró problemas en la financiación de la iniciativa y en su paso por el Congreso. En cuanto al fondo, mostró en detalle la forma en que la reelección le permitiría a URIBE influir en la selección de prácticamente todos los funcionarios que deben ejercer la función de control sobre el presidente, razón por la que consideró que la reelección tendría “repercusiones profundas en el diseño institucional aprobado por la Asamblea Constituyente”45. Por otra parte, señaló que las ventajas de la intromisión podrían crecer potencialmente con el tiempo, haciendo aún mayor la dificultad de hacer que URIBE abandonara la presidencia. En resumen, la Corte sostuvo que la segunda reelección constituía una “sustitución de la Constitución”, por cuanto crearía una presidencia lo suficientemente fuerte para debilitar las instituciones democráticas46.




  La decisión de la Corte se cumplió y URIBE no pudo ejercer un tercer mandato47. Sería probablemente muy exagerado decir que con esta decisión la Corte evitó que Colombia se convierta en un régimen autoritario competitivo; a diferencia de CHÁVEZ en Venezuela o de CORREA en Ecuador, URIBE no lanzó ataques en contra de la mayoría de los controles horizontales sobre su poder, ni amenazó con reconstruir todo el orden institucional. Además, el régimen colombiano tiene un gran número de instituciones de control relativamente autónomas, y no habría sido fácil para URIBE dominar a todas estas instituciones48. Pero la Corte probablemente evitó una importante erosión de la democracia mediante la prevención de que un presidente con gran fuerza pudiese mantenerse en el poder de manera indefinida.




  C. Constitucionalismo abusivo por reemplazo de la Constitución: el caso de Venezuela




  El presidente HUGO CHÁVEZ ganó las elecciones en Venezuela en 1998, con el 56% de los votos, presentándose como un candidato independiente contra el bipartidismo tradicional del país49. Venezuela había disfrutado de una bien consolidada democracia bipartidista durante varias décadas, sin embargo, en el momento en el que CHÁVEZ fue elegido, los dos partidos tradicionales habían perdido respaldo popular y se encontraban luchando contra varios escándalos de corrupción.50 No obstante, CHÁVEZ se enfrentó a la oposición de los miembros de los dos partidos, que siguieron controlando la mayoría en el Congreso Nacional, en la Corte Suprema de Justicia, en los gobiernos estatales y locales, y en otras instituciones.51 Con el control de la oposición sobre la mayoría de las demás instituciones, CHÁVEZ simplemente tenía la capacidad de llevar a cabo su agenda.




  En aras de neutralizar a la oposición, CHÁVEZ defendió que la Constitución existente podía y debía ser reemplazada. La Constitución venezolana existente solo permitía la modificación por el Congreso; como la mayoría de los textos, no hacía referencia acerca de su propio reemplazo52. No obstante, CHÁVEZ argumentó que el “pueblo” conservaba un poder constitucional inherente a sustituir su texto constitucional, y propuso un referéndum para determinar si debían llevarse a cabo elecciones para nombrar una asamblea constituyente. La Corte Suprema estuvo de acuerdo con la propuesta, señalando que el pueblo mantiene un “poder constituyente originario” que es “anterior y superior al régimen jurídico establecido” y que, por lo tanto, tiene el poder para sustituir su texto constitucional vigente.53 En casos posteriores, sin embargo, la Corte vaciló en la definición de las competencias que posee la Asamblea. Intentó limitar su poder al considerar que la asamblea estaba “ligada al espíritu de la Constitución vigente, y por lo tanto […] limitada por los principios fundamentales del Estado Democrático de Derecho”54. Estas limitaciones nunca fueron efectivas, dado que la Corte nunca las utilizó para atacar ningún acto importante de CHÁVEZ o de la Asamblea.55 Una vez que esta última había sido en efecto convocada, la Corte volvería a defender la posición de que la Asamblea había sido investida con un “poder constituyente originario” y que, por lo tanto, no podía ser controlada por las instituciones existentes del Estado56.




  De esta manera, CHÁVEZ escribió por su cuenta las reglas para las elecciones a la Asamblea, y logró diseñar un conjunto de reglas electorales que le eran inmensamente favorables: su partido obtuvo el 60% de los votos, pero alcanzó el 90% de los escaños en la Asamblea general.57 Una vez convocada, la Asamblea se concentró en el cierre de las instituciones que seguían siendo controladas por el antiguo sistema bipartidista: se suspendió el Congreso, se creó un Consejo encargado de purgar el sistema judicial y de remover a funcionarios de nivel estatal y, finalmente, se cerró la propia Corte Suprema.58 Algunas de estas acciones fueron impugnadas ante la Corte Suprema pero las solicitudes fueron denegadas con fundamento en el respeto al “poder constituyente originario”.59 Por otra parte, la nueva Constitución promulgada por CHÁVEZ suprimió el límite del periodo presidencial de un único término de cuatro años que se encontraba en la Constitución existente y lo reemplazó por un término de dos mandatos de seis años cada uno, lo que efectivamente permitió a CHÁVEZ mantenerse en el poder durante doce años más.60 También aumentó enormemente el poder ejecutivo, por lo que pasó de ser uno de los presidentes más débiles de América Latina a uno de los más fuertes de la región.61 Todo el proceso de constitución de decisiones se completó en un lapso de unos pocos meses y, desde que CHÁVEZ controló la Asamblea, se eliminó prácticamente el debate respecto de la mayoría de las disposiciones.62




  El proceso de elaboración de la Constitución de 1999 dio a CHÁVEZ una herramienta jurídica para limpiar la superficie y eliminar las figuras de la oposición del poder, sustituyéndolas por instituciones que él pudiese controlar. En ese sentido, esto contribuyó a la instauración de un régimen autoritario competitivo, que permitió a CHÁVEZ mantenerse en el poder y ejercer control sobre la mayoría de las otras instituciones del país. Con posterioridad fue capaz de utilizar su poder sobre el Estado para impulsar otras reformas constitucionales que incrementaron su poder, tales como el paquete de 2009, por el cual se eliminaron por completo los límites al mandato presidencial.63




  Esta táctica –la de la sustitución de una constitución existente como una forma de consolidar el poder– se ha extendido más allá de CHÁVEZ a otros regímenes en América Latina. Tanto RAFAEL CORREA en Ecuador como EVO MORALES en Bolivia se basaron igualmente en la reforma constitucional como un medio para eliminar los controles horizontales sobre su poder y consolidar sus regímenes autoritarios competitivos.64 Y, como se explorará con mayor detalle más adelante, MANUEL ZELAYA intentó seguir una táctica similar en Honduras antes de ser removido del poder.65




  El caso de Ecuador, por ejemplo, es ilustrativo respecto de la misma estrategia básica utilizada por CHÁVEZ en Venezuela. El presidente CORREA ganó las elecciones como un candidato independiente del desacreditado sistema político, con el 52% de los votos, y su movimiento estaba tan en contra del sistema que no persiguió ningún escaño en el Congreso.66 Una vez elegido, CORREA amenazó con la disolución del Congreso y propuso un referéndum que le permitiera alcanzar ese objetivo y también convocar a una nueva asamblea constituyente para reemplazar la Constitución existente. El Congreso, frente a esta presión, cedió y, por mayoría de votos, permitió que se llevara a cabo un referéndum para determinar si debía convocarse a una asamblea constituyente.67 CORREA, sin embargo, cambió luego unilateralmente los términos del referéndum para incluir disposiciones adicionales, como un llamado para la inmediata disolución del Congreso. Cuando el Congreso respondió iniciando un proceso de destitución contra el presidente, el Tribunal Supremo Electoral –que CORREA controlaba– ya había eliminado a 57 miembros del Congreso.68




  Al igual que en Venezuela, el texto constitucional resultante fortaleció la presidencia.69 Así mismo, le dio a CORREA la oportunidad de atar de manos a todas las diversas instituciones (incluyendo el Congreso y la Corte Constitucional) que habían ejercido una función de control sobre su poder. El resultado es otro régimen autoritario competitivo; Ecuador sigue llevando a cabo elecciones, pero la oposición se enfrenta ahora a un campo de juego que está fuertemente inclinado en contra de ella.70




  D. Una combinación entre la reforma y la sustitución de la Constitución: el caso de Hungría




  En Hungría, el partido Fidesz ganó las elecciones parlamentarias del año 2010 con el 53% de los votos. Expulsaron a los socialistas que habían estado en el gobierno con anterioridad y que habían presidido una economía en deterioro. Sin embargo, por la forma en que funcionan las reglas de votación para los húngaros, el 53% de los votos se tradujo en un 68% de los escaños, lo que representa una mayoría suficiente para modificar la Constitución vigente.71 El partido Fidesz ha tenido un pasado ideológico oportunista y de contrastes: comenzó como un partido libertario después de la transición del comunismo, pero se convirtió en un partido conservador como consecuencia de las primeras derrotas electorales.72




  Aunque el Fidesz no había hecho campaña con una plataforma de cambio constitucional, comenzó a moverse hacia una reforma constitucional radical después de ganar las elecciones del año 2010. En primer lugar, aprobó una serie de reformas constitucionales –diez en los últimos meses del año 2010– que debilitaron a las instituciones encargadas de controlar a las mayorías parlamentarias, en particular a la Corte Constitucional.73 El Parlamento reformó la Constitución para conceder al Fidesz más poder unilateral sobre el proceso de nominación y, después de que la Corte anulara un impuesto retroactivo sobre los bonos recibidos por el retiro de los funcionarios públicos, el Parlamento respondió aprobando una reforma constitucional que reducía en gran medida la competencia de la Corte sobre asuntos fiscales y cuestiones presupuestarias.74 Se le pidió a la Corte la anulación de esta reforma por considerarse que era materialmente inconstitucional dado que estaba en grave contradicción con el orden constitucional vigente. Sin embargo, la mayoría de la Corte se negó a adoptar la doctrina y sostuvo que solo podía controlar las reformas constitucionales por razón de vicios en el procedimiento75.




  El Fidesz siguió entonces adelante con un plan para la sustitución constitucional – utilizando dos tercios de la mayoría en el Parlamento, comenzó a escribir un texto completamente nuevo.76 El proceso fue muy criticado por no ser inclusivo; el partido utilizó un mecanismo parlamentario para evadir muchas de las deliberaciones previstas sobre el proyecto de ley, y no fue acogida casi ninguna de las sugerencias hechas por las fuerzas políticas de la oposición.77 Al igual que en el caso de Venezuela, la nueva Constitución socavó los controles horizontales sobre la mayoría y ayudó a que fuese posible la perpetuación en el poder de manera indefinida. La nueva Constitución amplió el tamaño de la Corte Constitucional, creando así puestos adicionales para ser llenados por el partido gobernante.78 También creó una nueva Oficina Judicial Nacional, controlada por el partido y con amplios poderes sobre la selección judicial y sobre la asignación de los casos dentro de la judicatura ordinaria.79 La edad de jubilación judicial se redujo de 70 a 62 años, dejando en la Oficina Nacional de Justicia un gran número de vacantes disponibles que debían ser asignadas en un corto período de tiempo.80 Otras instituciones clave, como la Comisión Electoral, la Comisión de Presupuesto y la Junta, fueron objeto de un reemplazo de personal por fieles miembros del Fidesz, a quienes se les concedió una prolongación del término de su mandato hasta por doce años.81 Por último, las nuevas normas alteraron las circunscripciones electorales con el fin de incrementar sustancialmente la cuota de los votos exigidos en cada una de las tres últimas elecciones, con lo que podría hacerse más difícil la posibilidad de un futuro desalojo del Fidesz.82




  Esta iniciativa provocó algunas objeciones, tanto en el ámbito nacional como en el internacional. A nivel interno, la Corte Constitucional desde su creación ha mantenido suficiente independencia para proferir algunas decisiones importantes contra el régimen. Por ejemplo, la Corte anuló una iniciativa que pretendía reducir la edad de jubilación a 62 años. Con todo, al respecto profirió medidas débiles que parecían no tener ningún efecto sobre los jueces ya retirados de su cargo.83 También revocó una nueva ley de registro de votantes que parecía diseñada para inclinar aún más la balanza electoral a favor del partido en el poder.84 A nivel internacional, varias instituciones de la Unión Europea y el Consejo de Europa han buscado una respuesta adecuada. La Comisión de Venecia, creada para prestar asistencia constitucional a las democracias en transición de Europa del Este, en el marco de algunos procedimientos en contra de ciertos elementos del programa de gobierno, especialmente aquellos que restringen la independencia del banco central y que reducen la edad de jubilación de los jueces a 62 años85, ha criticado algunas partes del nuevo texto constitucional y de sus leyes conexas.86 Como consecuencia, el Fidesz ha modificado algunas de sus políticas.87




  No sabemos si los resultados del caso húngaro puedan conducir a la creación de un régimen competitivo autoritario, pero sí sabemos que la intención estuvo claramente dirigida en esa dirección. Puede resultar difícil para un Estado miembro del Parlamento Europeo inclinarse demasiado hacia el autoritarismo, aunque resulta sorprendente lo exitoso que ha sido el partido Fidesz en la realización de este objetivo dentro de un período de tiempo tan breve.




  E. Constitucionalismo abusivo y autoritarismo moderno




  ¿Por qué el constitucionalismo, que se encuentra comúnmente asociado con el surgimiento y la consolidación de los regímenes democráticos, en estos casos, está tan fuertemente vinculado con movimientos orientados hacia regímenes autoritarios competitivos o regímenes híbridos? Los académicos han dudado del valor de las reglas constitucionales para el proyecto autoritario competitivo. Por ejemplo, los científicopolíticos STEVEN LEVITSKY y LUCAN WAY aducen que las reglas formales no son relativamente importantes para los regímenes autoritarios competitivos dado que estos regímenes tienden a confiar en la ayuda de conjuntos informales de normas para perpetuarse en el poder.88 Ellos mantienen que en estos tipos de regímenes las reglas formales “designadas para poner límite a los gobiernos [son] evadidas, manipuladas o desmanteladas”89. Por ejemplo, los regímenes autoritarios competitivos tienden a tener constituciones de apariencia democrática, con características estructurales tales como la separación de poderes, pero toman medidas informales para neutralizar el valor de tales controles. Los gobernantes pueden nombrar jueces amigos en las cortes, y pueden neutralizar a los jueces que representan intereses opuestos, por ejemplo, mediante sobornos o amenazas. Del mismo modo, estos regímenes pueden celebrar elecciones, y debido al monitoreo y otros incentivos, podrían evitar el fraude flagrante el mismo día de las elecciones. Pero se basan en el control estatal sobre los medios de comunicación y la administración de los recursos del Estado, así como en la intimidación y el hostigamiento a la oposición, con el fin de dificultar el desalojo de los gobernantes.90 No hay duda, entonces, de que estos regímenes descansan en gran medida sobre conjuntos informales de normas e incentivos.




  Sin embargo, los ejemplos mencionados anteriormente, así como otros ejemplos tratados por los estudiosos, ofrecen amplia evidencia de que el constitucionalismo es a menudo una parte importante de estos proyectos.91 Es un error hacer caso omiso de la importancia de las normas constitucionales formales para los regímenes híbridos. Por un lado, las normas constitucionales formales definen el mantenimiento de los operadores tradicionales en el poder, el poder sobre otras instituciones, y otras variables. Así, en Colombia, la capacidad de URIBE para aprovechar los mecanismos informales, tales como el control de otras instituciones del Estado, como los tribunales y los defensores del pueblo, dependía de su capacidad de permanecer en el cargo por tiempo indefinido. Por esta razón buscó continuamente la reforma constitucional para permitir la reelección presidencial.92 En Venezuela y Ecuador, las nuevas constituciones reforzaron la figura presidencial considerablemente, atribuyendo a los ejecutivos en el poder la facultad de legislar con relación a las instituciones existentes.93 Y, en Hungría, el nuevo orden constitucional debilitó o desactivó algunas de las instituciones de control, concediendo al Fidesz mayor poder.94




  Por otra parte, el cambio constitucional puede utilizarse tanto para desmontar como para maniatar instituciones que sirvan de bastiones para la oposición. El debilitamiento o la eliminación de la oposición es un aspecto fundamental para la construcción de los regímenes autoritarios competitivos, porque confiere a los titulares un gran aumento de poder para reestructurar al Estado a su conveniencia. Los ejemplos descritos anteriormente muestran que la sustitución constitucional puede ser una herramienta particularmente eficaz para que los actores políticos puedan afianzarse en el poder y así superar a la oposición política. Por esta razón, la sustitución puede ser más peligrosa que la reforma constitucional. En primer lugar, la sustitución constitucional da a los actores dominantes la oportunidad de desmantelar las bases de poder de los grupos de oposición. CHÁVEZ en Venezuela, CORREA en Ecuador, y el Fidesz en Hungría, todos ganaron control sobre una rama principal o varias ramas del gobierno al ganar las elecciones, pero no tenían inicialmente control sobre todo el Estado. Instituciones clave, como los congresos (en el sistema presidencial), las cortes, los defensores del pueblo, los tribunales electorales y los funcionarios estatales y locales (en la Venezuela federal) se mantuvieron fuera de su alcance.




  Reescribir la constitución dio a estos aspirantes a actores autoritarios la oportunidad de debilitar o eliminar algunas de estas instituciones y de restringir otras. Al pasar de un orden constitucional a otro, los gobernantes podrían argumentar que los titulares de los cargos existentes en esas instituciones ya no tenían un poder válido, por lo que podrían ser legítimamente sustituidos. CHÁVEZ y su Asamblea Constituyente utilizaron ampliamente esta técnica en Venezuela.95 También podrían cambiar el tamaño de las instituciones existentes, tal como lo hizo el Fidesz ante el Tribunal Constitucional de Hungría96; o podrían cerrar por completo las instituciones existentes y crear otras nuevas con menores poderes. El truco está también en que el embalaje o el desmantelamiento de una sola institución rara vez tiene consecuencias graves para la democracia, mientras que desmantelar gran parte del orden institucional –como se ha hecho en todos estos casos– puede permitir a los gobernantes atrincherarse en el poder durante largos periodos de tiempo.




  En resumen, el cambio constitucional debe ser visto como una parte fundamental de los proyectos autoritarios modernos. Individuos o grupos poderosos pueden abusar de la elaboración de una constitución para crear órdenes constitucionales en los que enfrenten pocas limitaciones a su poder y en los que resulte difícil o imposible su desalojo del poder. Esta nueva construcción de reglas formales opera de forma mancomunada con estrategias informales como el soborno y el acoso a los regímenes autoritarios competitivos.




  Podría responderse a esto mediante la afirmación de que el constitucionalismo abusivo es simplemente un acto de constitucionalismo normal, y que, por lo tanto, no es un verdadero motivo de preocupación. Los órdenes constitucionales deben estar abiertos a cambios de varios tipos, entre ellos, el cambio tecnológico y social, o simplemente cambios relacionados con los valores e intereses de la población.97 Sin embargo, hay varias razones por las cuales el tipo de cambios ligados al constitucionalismo abusivo aquí son particularmente peligrosos. En primer lugar, estos cambios parecen debilitar el grado de democratización de un régimen durante largos períodos de tiempo. El cambio constitucional de este tipo debilita las instituciones y permite la construcción de un campo de juego desigual, en el que los operadores tradicionales gozan de grandes ventajas electorales sobre sus oponentes. Parece probable que estos efectos persistan incluso después de que el titular inicial del poder haya sido expulsado.98




  En segundo lugar, resulta problemática la identificación de cambios constitucionales abusivos con cualquier tipo de voluntad popular duradera. Los titulares del poder se apoyan en oleadas transitorias de popularidad para impulsar los cambios que impactan el orden democrático. También manipulan la legislación en materia electoral y otros mecanismos para incrementar su apoyo. En Hungría, por ejemplo, el Fidesz ganó solo el 53% de los votos, pero logró el 68% de los escaños, debido a un conjunto de reglas electorales que fueron diseñadas para impulsar el gobierno de las mayorías mediante la asignación adicional de escaños a los partidos ganadores en las elecciones.99 El índice de aprobación del partido ha disminuido desde entonces violentamente, aunque no por ello ha dejado de ganar mayorías hipotéticas frente a otros partidos.100 Esto no representó un mandato duradero debido a los cambios que el Fidesz pudo llevar a cabo con posterioridad. Asimismo, en Venezuela, CHÁVEZ ganó las elecciones con solo el 52% de la votación nacional. Acto seguido, sus candidatos ganaron el 60% de los votos en una elección de una asamblea constituyente que fue boicoteada en gran medida por la oposición. No obstante, esto se tradujo en más de un 90% de las curules, debido a las reglas electorales confeccionadas por el propio CHÁVEZ.101 El proceso de la Asamblea Constituyente, en el que un grupo electoral aplastó a la insignificante oposición, no fue representativo de un sólido consenso social a favor de la fórmula de CHÁVEZ. Como el Fidesz, CHÁVEZ tomó ventaja efectiva de un aumento momentáneo de su popularidad para alterar la forma de la democracia en el largo plazo.




  El argumento en contra del constitucionalismo abusivo no depende de las políticas específicas aplicadas por estos actores, sino simplemente del hecho de que estén haciendo sus regímenes significativamente menos democráticos. CHÁVEZ y CORREA son populistas de izquierda, URIBE es un neoliberal de tendencia derechista, y el partido Fidesz es un movimiento nacionalista de derecha. Puede haber mérito en algunas de las políticas seguidas por estos actores, como puede no haberlo en las de otros.102 Independientemente de la orientación política, tanto el deterioro de la capacidad del pueblo para destronar mediante votación a estos gobernantes como el debilitamiento de los controles horizontales creados con el fin de garantizar el adecuado ejercicio del poder son una causa importante de preocupación. La ausencia de controles verticales y horizontales parece estar relacionada con una larga trayectoria de resultados negativos: el deterioro de la calidad de la política, la disminución de la capacidad de los políticos para responder a la voluntad de los ciudadanos y una mayor incidencia de abusos contra los derechos humanos.103




  Si es cierto que la creación de formas híbridas de autoritarismo mediante la utilización de mecanismos de reforma constitucional es cada vez más común, y que este tipo de regímenes autoritarios representan una amenaza por la que deberíamos estar preocupados, entonces la pregunta clave que queda es cómo detenerlo. Esta es, por supuesto, la pregunta del millón, y dedicaré el resto de este artículo a abordarla. Las partes II y III adelantan una investigación sobre los mecanismos de defensa democrática tanto en el derecho constitucional comparado como en el derecho internacional. Mi conclusión principal es inquietante: las herramientas existentes en los dos niveles no son muy efectivas para controlar esta amenaza. Por otra parte, la naturaleza flexible del constitucionalismo abusivo (p. ej., el hecho de que haya cada vez más modalidades que pueden utilizar los aspirantes a encabezar gobiernos autoritarios para conseguir el mismo objetivo) hace que sea una amenaza difícil de combatir.




  II. UNA REVISIÓN CRÍTICA DE LAS RESPUESTAS EN EL DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO





  En esta sección examino los aspectos más importantes del diseño y la composición que hacen al constitucionalismo democrático supuestamente resistente a la erosión desde su interior.104 Mi conclusión principal es que estas herramientas son en gran medida ineficaces contra la amenaza planteada por el constitucionalismo abusivo. En la siguiente sección se llevará a cabo un análisis similar de las soluciones y las posibles soluciones existentes a nivel internacional.




  La generación de académicos constitucionalistas posterior a la Segunda Guerra Mundial desarrolló la concepción alemana de la democracia militante, que sostiene que los Estados pueden erradicar activamente las amenazas que provengan de grupos no liberales o antidemocráticos que intenten utilizar las formas propias de la democracia para lograr sus objetivos. El caso más paradigmático, por supuesto, fue el derrocamiento de la República democrática de Weimar por parte de los nazis, que se produjo desde adentro. La manifestación más importante de la democracia militante se encuentra en las cláusulas modernas de prohibición de los partidos, que generalmente permiten a los tribunales constitucionales prohibir los partidos políticos cuyos fines sean contrarios a los valores fundamentales del Estado democrático. Como muestro a continuación en la sección A, este tipo de cláusula es de valor muy limitado frente a la amenaza del constitucionalismo abusivo. Los movimientos y partidos que llevan el fruto del constitucionalismo abusivo son generalmente demasiado grandes, y sus plataformas demasiado ambiguas, para prohibir razonablemente su participación en la esfera política. La democracia militante se posiciona de manera más eficaz en contra de las amenazas a la democracia que llevan consigo una carga ideológica, las cuales no son tan comunes hoy día como lo fueron durante los principios y mediados del siglo XX.




  Un trabajo más reciente se ha enfocado en el control de los mecanismos de reformas y cambios constitucionales con el fin de fortalecerlos contra maniobras de abuso constitucional. El aspecto clave aquí es la existencia de una concepción de la reforma constitucional que se podría llamar de la rigidez selectiva. En un orden estricto de forma selectiva, el umbral básico establecido para la reforma constitucional es muy bajo, lo cual permite la simple actualización de los textos constitucionales. Sin embargo, las piezas centrales del orden democrático pueden protegerse mediante dos métodos diferentes, los umbrales de reforma por niveles y la doctrina de las reformas constitucionales inconstitucionales. El primer método utiliza especialmente disposiciones constitucionales para afianzar algunas disposiciones vulnerables mediante la exigencia de súper-mayorías más altas u otro tipo de mecanismos. El segundo permite a las cortes anular ciertas reformas constitucionales que amenacen el orden democrático por ser sustantivamente inconstitucionales. Ambos mecanismos se han vuelto muy conocidos en el derecho constitucional comparado como formas de defender el orden democrático contra las amenazas que provienen de su interior.




  En las secciones B a D, demostraré que estas herramientas también son de utilidad limitada para la protección en contra del constitucionalismo abusivo. Por lo menos, tal como se ha demostrado en la práctica, los dos mecanismos tienen deficiencias significativas, que pueden ser explotadas por potenciales actores autoritarios. Los umbrales escalonados de reforma constitucional se utilizan a menudo para proteger valores expresivos, tales como el derecho a la dignidad humana, antes que disposiciones –como aquellas atinentes a la permanencia en el cargo en las cortes constitucionales– a las que las prácticas constitucionales abusivas tienden a apuntar. Además, dada la constante evolución de las prácticas constitucionales abusivas –que utilizan múltiples formas de lograr los mismos objetivos– resultaría bien complejo diseñar un régimen textual que resultare eficaz.




  La doctrina de las reformas constitucionales inconstitucionales tiene el propósito de llenar este vacío ofreciendo a las cortes una herramienta más flexible para responder a las prácticas constitucionales abusivas. Sin embargo, tanto la teoría como la experiencia indican un riesgo real de que las cortes no puedan depender de la aplicación de la doctrina en los casos en que está justificado. La doctrina puede ser sobre-inclusiva e infra-inclusiva. Por otra parte, la justificación teórica para ejercer un control estricto respecto de las reformas constitucionales sugiere una distinción entre la reforma constitucional y la sustitución constitucional que no se sostiene en la práctica. Las dos son susceptibles de ser afectadas por la práctica constitucional abusiva, como lo demuestran el caso de Hungría y el caso de Venezuela. Por lo tanto, es probable que la doctrina de las reformas constitucionales inconstitucionales pueda probarse efectiva solo si se combina con las restricciones a la sustitución constitucional. Este tipo de restricciones no se encuentran con frecuencia. En conclusión, estamos aún muy lejos de desarrollar un sistema coherente para controlar el cambio constitucional, y es posible que no sea factible la construcción de un sistema de este tipo.




  A. Democracia militante y prohibiciones entre partidos




  En el derecho constitucional comparado, el concepto alemán de “democracia militante” se ha convertido en el mejor mecanismo de defensa de los órdenes democráticos. Fue inventado en Alemania luego de la terminación de la Segunda Guerra Mundial, en donde el ímpetu obvio fue la forma en que la República de Weimar, en el período de entreguerras, fue socavada y luego derrocada por el partido nazi antidemocrático durante los años 1920 y 1930[105]. La democracia militante es un concepto enriquecido con muchos elementos, orientado hacia el rechazo a permitir que elementos antidemocráticos utilicen las libertades y las herramientas de la democracia con la finalidad de destruir el orden democrático.106




  Sin embargo, los estudios más recientes se han concentrado en las restricciones a los partidos o en la capacidad de la Corte Constitucional de disolver los partidos que sean considerados esencialmente antidemocráticos. La Ley Fundamental alemana, por ejemplo, da a la Corte Constitucional el poder de prohibir los partidos que “en razón de sus objetivos o con la conducta de sus adherentes tiendan a desvirtuar o eliminar el régimen fundamental de libertad y democracia, o a poner en peligro la existencia de la República Federal de Alemania”107. Esta disposición fue utilizada para prohibir los partidos Neo-Nazi y Comunista en los años cincuenta108, y estas disposiciones han sido utilizadas en casos iguales o similares en ciertos países como India, Israel y Turquía109. SAMUEL ISSACHAROFF ha puesto recientemente estas disposiciones en el centro de su esquema para la defensa de las “democracias frágiles”, bajo el entendido de que estas pueden ser mal manipuladas en algunos casos, pero que si se utilizan adecuadamente pueden evitar que los regímenes caigan bajo el control de fuerzas antidemocráticas.110 En el mismo sentido, GREGORY FOX y GEORG NOLTE sostienen que la prohibición de partidos en los casos de movimientos antidemocráticos ha sido claramente permitida por el derecho internacional en ciertas circunstancias, y por esta razón defienden su importancia práctica en la función de prevenir que las fuerzas antidemocráticas emergentes logren tomar el control del Estado.111




  El argumento de esta sección es que estas disposiciones pueden ser útiles contra las amenazas autoritarias o totalitarias tradicionales impulsadas por partidos ideológicamente antidemocráticos como el de los nazis, pero que resultan mucho menos útiles contra las amenazas modernas propias del constitucionalismo abusivo. Las razones son de dos tipos: en primer lugar, a diferencia de movimientos como el de los nazis, los partidos y los actores que lideran los movimientos constitucionales abusivos tienen plataformas ambiguas que no son por naturaleza claramente antidemocráticas. En otras palabras, el concepto de prohibición de partidos asume que sea posible determinar mediante observación qué tipo de partidos son esencialmente antidemocráticos. Esto funciona razonablemente bien cuando se trata de movimientos que adoptan alternativas fundamentales a la democracia, tales como el Comunismo o el Nacional Socialismo.




  Sin embargo, este tipo de movimientos son hoy día poco comunes; virtualmente, en este tiempo, todos los partidos y movimientos adoptan al menos, y de alguna forma, un compromiso retórico con la democracia. Ninguno de los movimientos analizados en la parte I estaba liderado por actores que rechazaran la democracia.112 De igual manera, los grandes movimientos islámicos, tales como la Hermandad de Musulmanes Egipcios, se constituyen principalmente en una amenaza para la democracia, no por su ideología sino por porque poseen un poder desproporcionado en un ambiente político débil.113 Al igual que los proyectos de constitucionalismo abusivo estudiados en la parte I, la amenaza no consiste en que vayan a acabar con la democracia, sino más bien en que logren moldearla a favor de sus propias conveniencias. El proyecto de constitucionalismo abusivo no es alimentado por una ideología alternativa sino por factores situacionales –la capacidad de dominar el espacio político en un país y de utilizar ese espacio para afianzarse en el poder durante largos períodos de tiempo–. Pero esto plantea un grave problema para todos los intentos de prohibir dichos partidos, por cuanto resulta difícil identificarlos mediante el uso de las herramientas estándar, tales como las plataformas de los partidos, y que cualquier esfuerzo para prohibirlos resultará seguramente abruptamente sobre-inclusivo.




  En segundo lugar, a diferencia de la mayoría de los partidos antidemocráticos, que son movimientos marginales, inicialmente bastante pequeños, los movimientos constitucionales abusivos tienden a ser impulsados por grandes movimientos mayoritarios con apoyo popular.114 Esto significa que los intentos de prohibir tales partidos pueden ser en sí mismos desestabilizadores del orden democrático. La prohibición de estos partidos marginales puede no ser de gran importancia, porque el pequeño número de adeptos puede simplemente cambiarse a opciones mucho más convencionales. No obstante, una corte que prohíba los movimientos mayoritarios y centristas es probable que se halle ejecutando una cierta variante de lo que se ha llamado el “juego imposible” – el gran número de seguidores no aceptará un régimen electoral sin su jugador en ella, y sus protestas terminarán, con el tiempo, forzando al régimen a volverse más represivo o a que deje el paso libre al partido prohibido para regresar al juego político.115 De cualquier manera, el esfuerzo fracasará en su propósito fundamental.




  La experiencia de Turquía con la prohibición de partidos, que es el ejemplo más rico e interesante entre los demás países modernos, presenta los dos problemas: el problema de la identificación de un movimiento autoritario competitivo como antidemocrático, y el problema de tratar de prohibir los movimientos mayoritarios.116 En una serie de casos importantes que comenzaron a partir de 1998, el Tribunal Supremo de Turquía prohibió los movimientos políticos importantes que contaban con un amplio apoyo popular. La justificación de estas decisiones fue que los movimientos en cuestión eran islámicos en su orientación y, por lo tanto, contrarios a los valores sustantivos seculares del Estado turco. Sin embargo, a diferencia de los casos de neonazis y del partido socialista en Alemania, las partes en litigio en los casos turcos no eran marginales o movimientos extremos. Por el contrario, recibieron un número sustancial de votos. El Partido del Bienestar Social, por ejemplo, ganó el 21% de los votos y alrededor de un tercio de los escaños en 1995, y se unió a una coalición mayoritaria con un partido laico de centro-derecha, el Partido del Camino Verdadero.117 El entonces líder del partido, Necmettin Erbakan, se convirtió en el primer ministro.118 Después de las asociaciones militares, los sindicatos y las empresas formaron un frente común contra el partido islamista, y el ejército declaró que los partidos islámicos eran un anatema para los valores estatales básicos en 1997 y obligó al partido a renunciar a la coalición gobernante.119 Fue prohibido por el Tribunal Constitucional en 1998, y esta decisión fue confirmada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.120




  La decisión del Tribunal Europeo de mantener la prohibición es un uso problemático de la concepción de la “democracia militante”. La decisión comenzó ofreciendo un rotundo respaldo a la “democracia militante” en el escenario alemán: “[L]a Corte considera que no es del todo improbable que los movimientos totalitarios, organizados en forma de partidos políticos, puedan acabar con la democracia, después de haber prosperado bajo el régimen democrático. Ejemplos de ello existen en la historia europea moderna”121. Por otra parte, el Tribunal de Justicia declaró que “un Estado no puede ser obligado, para poder intervenir, a esperar hasta que un partido político haya tomado el poder y haya comenzado a tomar medidas concretas para poner en práctica una política incompatible con las normas de la Convención y de la democracia, aun a pesar de que el peligro que tal política represente para la democracia esté suficientemente establecido y sea inminente”122.




  La decisión se vuelve problemática cuando se aplican en realidad los principios de la democracia militante al Partido del Bienestar123. La Corte enfatizó que el partido ya tenía un apoyo considerable y que se había unido a una coalición de la mayoría, y además que tenía inmensas probabilidades de ganar el respaldo de las grandes mayorías en un futuro próximo. Para la Corte, esto incentivó la idea de declrar una prohibición al partido por haberse demostrado que el partido podría ser capaz de aplicar en la práctica su programa; la Corte, sin embargo, no discutió las dificultades que dicha prohibición implicaría en el caso de un partido ya muy popular.124 La Corte examinó entonces en detalle el programa del partido y encontró que su orientación religiosa, y en especial su adhesión a las variantes de la ley sharia (la ley islámica), lo convertían en antidemocrático. La Corte señaló que los miembros del partido habían hecho declaraciones que sugerían una alteración del sistema jurídico para que se reconociese un derecho basado en la religión como instrumento para gobernar el estado y algunas otras cuestiones de derecho privado, que constituían un elogio a la ley Sharia125. En el fondo, la Corte consideró que la plataforma era religiosa de una forma que resulta incompatible con la democracia: “La Corte está de acuerdo con la postura según la cual […] la ley Sharia es incompatible con los principios fundamentales de la democracia”126.




  Así pues, la decisión da lugar a dos dificultades, trazar los límites y establecer el tamaño del problema. En primer lugar, no está claro si la plataforma del Partido del Bienestar era realmente antidemocrática. La aceptación del uso de tribunales religiosos independientes para el conocimiento de ciertas áreas está presente en muchas democracias, por ejemplo Israel.127 Así mismo, el Medio Oriente moderno está trabajando en la búsqueda de un espacio para la ley Sharia en los órdenes democráticos.128 La Corte estableció que algunos miembros del partido han sugerido, en términos ambiguos, el uso de la fuerza u otras medidas extrajurídicas para ganar poder, y atribuyó algo de peso a esta conclusión; sin embargo, no contó con un gran apoyo.129 El partido era evidentemente religioso, probablemente no identificable como antidemocrático. Además, la Corte no hace un gran esfuerzo en explicar por qué la prohibición de un partido tan importante, que representa un amplio sector de la sociedad turca, tiene probabilidades de resultar eficaz.




  En lugar de desaparecer, los miembros del Partido del Bienestar decidieron formar un partido sucesor, denominado Partido de la Virtud. El Partido de la Virtud adoptó también una agenda islamista e incluía muchos de los actores que habían ostentado con anterioridad gran poder al interior del Partido del Bienestar. Al partido le fue bien en las elecciones de 1999, en las cuales ganó el 15% de los votos y 111 de los 450 escaños parlamentarios.130 Sin embargo, fue prohibido de nuevo por la Corte Constitucional, que sostuvo que si bien era identificable como diferente del antiguo Partido del Bienestar, contenía también una plataforma fundamentalmente islámica.131 Incluso después de haber sido prohibido por segunda vez, el partido no desapareció, sino que ciertos miembros suyos lo reformaron bajo el nombre del Partido de la Justicia y el Desarrollo. Este último partido ha controlado la política turca con la mayoría absoluta del Parlamento desde las elecciones generales de 2002[132]. De los 550 escaños, el partido controlaba 363 en 2002, 341 en 2007 y 327 en 2011[133].




  Los defensores del paradigma de la prohibición de partidos, especialmente Samuel Issacharoff, han argumentado que el caso de Turquía muestra que esto funciona en escenarios modernos, debido a las emanaciones sucesivas de partidos moderados que, no obstante, representan sus encarnaciones anteriores.134 Esto es cierto, pero puede desatender el aspecto más importante: los intereses fundamentales representados por el partido prohibido sobrevivieron y ascendieron al poder en un período relativamente corto de tiempo. Por otra parte, uno de los mayores problemas que debe afrontar la política turca moderna es el papel predominante del Partido de la Justicia y el Bienestar Social.135 Esto no se debe tanto a la ideología del partido, como al hecho de su ventaja en relación con sus competidores. A veces ha recurrido a métodos cuestionables para alcanzar sus objetivos, por ejemplo el uso de procedimientos judiciales para hostigar a la oposición.136 También ha utilizado su control en gran parte unilateral sobre las reformas constitucionales, de una manera que pudo haber debilitado la naturaleza democrática del Estado, por ejemplo, alterando radicalmente la composición y las atribuciones de la Corte Constitucional.137




  La experiencia de Turquía revela las limitaciones del mecanismo de prohibición de partido en relación con el tratamiento de situaciones en las que la amenaza principal es la construcción de un régimen autoritario competitivo a través de los medios del constitucionalismo abusivo. La estrategia tiene pocas probabilidades de funcionar exitosamente cuando se enfrenta a fuerzas políticas ideológicamente ambiguas, en lugar de hacerlo a aquellas que son claramente antidemocráticas. Tampoco tiene grandes probabilidades de funcionar cuando se enfrenta a fuerzas mayoritarias en lugar de hacerlo a fuerzas políticas marginales. Estas son precisamente las condiciones en las que el constitucionalismo abusivo suele presentarse, y en virtud del cual se forman los regímenes autoritarios competitivos. Por lo tanto, la prohibición de partido y la democracia militante han sido erróneamente tenidas por soluciones a las amenazas autoritarias modernas.




  B. Umbrales para la reforma constitucional




  El resto de esta parte se centrará en el estudio del diseño de los mecanismos de cambio constitucional. La mayoría de los países han migrado hacia un nivel básico de reforma constitucional que es relativamente sencillo, sin duda mucho más sencillo que el de Estados Unidos. En efecto, el procedimiento de reforma existente en Estados Unidos, en virtud del artículo V, está considerado como uno de los más difíciles del mundo, por cuanto exige tanto el voto de dos tercios en ambas cámaras del Congreso como la ratificación por las tres cuartas partes de las legislaturas estatales.138 La literatura, que cada día incrementa en su desarrollo, sugiere que un umbral de modificación relativamente bajo (aunque no demasiado bajo) tiene efectos deseables.139 La evidencia empírica demuestra que las constituciones con una dificultad intermedia de reforma tienden a durar más en el tiempo que cualquiera de aquellas con umbrales de reforma más sencillos o mucho más complejos.140 La hipótesis es que los mecanismos de reforma extremadamente sencillos se asocian con las constituciones a las que sus poblaciones reconocen poco valor, mientras que las constituciones demasiado rígidas terminan siendo sustituidas por no tener la capacidad de adaptarse a los tiempos.141 Con base en esta evidencia, la Constitución de Estados Unidos parece haber sobrevivido a pesar de, y no gracias a, sus estrictos mecanismos de reforma. La Constitución de Estados Unidos ha sido objeto de numerosas modificaciones por medios extraconstitucionales.142 No obstante, los estudiosos han descubierto relativamente poca evidencia de que tales prácticas existan en otros contextos.143 Esto puede deberse a que Estados Unidos haya encontrado una manera relativamente inusual de actualizar su Constitución que no puede ser reproducida con facilidad en otros lugares. En todo caso, la mayoría de la evidencia demuestra que todos los demás procedimientos de reforma constitucional del mundo resultan relativamente sencillos en comparación con los de Estados Unidos.




  Sin embargo, este diseño se enfrenta a un problema obvio, por cuanto permite con mucha facilidad que un orden constitucional se distorsione desde su interior –cuanto más bajo sea el umbral para la reforma, mayor resulta la vulnerabilidad del sistema a las reformas constitucionales abusivas–. La solución principal en la teoría constitucional moderna es el uso escalonado de umbrales para la reforma. El concepto tiene el simple propósito de proteger algunas partes del texto constitucional mediante la creación de mayores exigencias, que hacen más compleja su alteración.144 La forma básica de organización por niveles de umbrales utiliza exigencias atinentes a un aumento de las mayorías necesarias para la reforma. Por ejemplo, la mayoría de las partes de la Constitución de Sudáfrica podrían ser modificadas por el voto de dos tercios del Parlamento, pero un conjunto de principios fundamentales que se encuentra en la sección 1 (así como los principios que rigen la reforma constitucional en sí) son más difíciles de cambiar, y su modificación exigiría el consentimiento del 75% del Parlamento.145 En casos extremos, algunas disposiciones podrían ser completamente irreformables, como es el caso de la Constitución de Honduras con respecto a la reelección presidencial, y de la Constitución alemana en relación con ciertos principios básicos146.




  A pesar de la creciente importancia del constitucionalismo por niveles de umbrales, todavía hay poco trabajo académico tanto sobre la forma de implementarlo como sobre el tipo de disposiciones que deben ser objeto de protección. Si se analiza la práctica a través de la lente del constitucionalismo abusivo debe reconocerse que este tiene implicaciones para ambos puntos. En primer lugar, respecto de la pregunta acerca del cómo, algunos teóricos sugieren que la inclusión de un componente popular para el cambio constitucional, por ejemplo, acudir al pueblo para la ratificación de los resultados de cualquier modificación que ha pasado ya por la legislatura, puede aumentar la dificultad de la reforma.147 Los estudios empíricos ofrecen resultados mixtos sobre la pregunta de si tales exigencias en realidad reducen o no la frecuencia de las reformas constitucionales.148 No obstante, con independencia de si tales exigencias disminuyen o no en abstracto la frecuencia de las modificaciones, no parece que ellas puedan hacer mucho para detener las prácticas constitucionales abusivas. Los actores políticos más poderosos, que son capaces de impulsar sus reformas dentro de las cámaras legislativas, tienen al parecer una más alta probabilidad de obtener el grado exigido de apoyo popular directo en la mayoría de los casos. De hecho, como lo demuestran los ejemplos de CHÁVEZ y CORREA, los líderes poderosos utilizan a menudo al pueblo como una forma de encadenar a las instituciones cuando no pueden conseguir de ellas lo que desean.149 La inclusión de niveles en la Constitución mediante la adición de requisitos para llevar a cabo los referendos y otras formas de participación popular, es una estrategia que no parece que pueda resultar productiva.




  En la práctica, al parecer resulta más eficiente el enfoque más común que consiste en agregar exigencias más estrictas, concernientes a supermayorías, para la introducción de ciertos cambios constitucionales. No obstante, incluso la implementación de exigencias relativamente altas en relación con las mayorías calificadas puede no ser el método más adecuado de protección de la democracia contra las prácticas abusivas constitucionales. El ejemplo de Hungría, en particular, muestra que tal vez no sea tan difícil para los movimientos recibir temporalmente porcentajes muy altos de votación.150




  Esto sugiere la utilidad de un tercer aspecto, insuficientemente teorizado e infrautilizado, para la construcción de niveles de umbrales para la reforma constitucional: la dimensión temporal.151 El tiempo parece ser una dimensión de especial interés para la lucha contra el problema del constitucionalismo abusivo, dado que puede combatir la capacidad de las fuerzas políticas temporalmente poderosas para afianzarse en el poder hacia el largo plazo. Sin embargo, pocos órdenes constitucionales utilizan eficazmente el tiempo como un freno para el cambio constitucional. Algunos sistemas exigen múltiples votaciones sobre un asunto constitucional, pero a menudo sin ninguna restricción o solo con mínimas restricciones en cuanto al intervalo que debe existir entre ellas.152 Un modelo mucho mejor, que se encuentra rara vez en la práctica, exigiría que existiese una elección, preferiblemente de la legislatura y (en los sistemas presidenciales) del poder ejecutivo, en medio del proceso de reforma constitucional.153 La exigencia de la mediación de una elección en medio del proceso es de gran ayuda, por cuanto reduce la posibilidad de que los políticos reconocidos y los partidos puedan tomar ventaja de picos temporales en su popularidad para ejercer presiones políticas mediante reformas constituciones que resulten perjudiciales para la democracia. Por lo tanto, el régimen ideal de niveles de umbrales parecería incluir restricciones temporales que exijan múltiples votaciones sobre las propuestas de reforma, con un largo periodo de tiempo entre las votaciones (lo ideal sería que existiera una elección del legislativo entre las dos votaciones). Estas limitaciones temporales son probablemente la variable más importante en términos de la lucha contra las prácticas constitucionales abusivas, aunque pueden usarse junto con la práctica mucho más común consistente en el aumento de los umbrales de votación.154
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